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PRESIDE: Señor Representante José Luis Blasina. 
MIEMBROS: Señores Representantes Pablo Abdala, Daniel Bianchi y Esteban Pérez. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Alfredo Asti y Daniel Mañana. 


INVITADOS: Por la Asociación de Jubilados y Pensionistas de Profesionales Universitarios, escribanas 
Elena Manzo y Blanca D' Elía, escribano Walter Pardías, doctores Beatriz Rovira y Manuel 
Saa, contador Hugo Martínez y señores Eduardo Puch y Paulino Porras. 


SEÑOR PRESIDENTE (Blasina).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


Recibimos con mucho gusto a la delegación de la Asociación de Afiliados de la Caja de Jubilaciones y 
Pensiones de Profesionales Universitarios, de la Asociación de Afiliados de la Caja Notarial, de la Asociación 
de jubilados y Pensionistas Bancarios y de la ONAJPU, integrada por las escribanas Elena Manzo y Blanca 
D'Elía, al escribano Walter Pardías, a los señores Eduardo Puch y Paulino Porras, a la doctora Beatriz Rovira 
y al doctor Manuel Saa, y al contador Hugo Martínez. 


SEÑOR SAA.- El tema que nos trae a este ámbito, si bien tiene relación con la seguridad social, está 
más vinculado con la Comisión de Hacienda -quizás por un problema de coordinación entre nuestra 
secretaria particular y la Secretaría de la Cámara, fuimos derivados a esta Comisión _; me refiero al 
cambio que se plantea llevar a cabo en el sistema tributario nacional. 


Simplemente, decimos que en oportunidad de un planteamiento sobre este tema formulado a nivel nacional 
con carácter de anteproyecto de ley abierto para ser discutido en los diferentes medios, ya sea gremiales o 
sociales, nuestra Asociación tomó conocimiento de su alcance y, en tiempo y forma, el 28 de noviembre de 
2005 envió una reseña de aquellos puntos en los que discrepa. Entendíamos que la iniciativa no cumplía con 
las pautas de equidad, eficiencia, etcétera, que se plantean en ella misma y evidentemente, ello determina 
algunos inconvenientes para los jubilados. Actualmente, nuestra Asociación sigue trabajando en el tema; a 
partir de la primera notificación al Ministerio de Economía y Finanzas se abocó a tener reuniones con las 
asociaciones de las otras Cajas paraestatales, como la de la Caja Notarial y la de la Caja Bancaria, con las que 
finalmente se llegó a un acuerdo y se conformó una propuesta de modificación al referido proyecto de ley. 


Propongo a la Comisión que ceda la palabra al contador Martínez, porque es quien maneja mejor los números 
y los conceptos. Lo que va a plantear es la resolución de las tres asociaciones a que hice referencia. El 
problema no solamente abarca a los jubilados de las entidades paraestatales, sino a todos los jubilados del 
país, por lo que tratamos de mantener contactos con ONAJPU y logramos que a nuestra mesa de trabajo se 
integre un compañero de esa organización. 


El contador Martínez hará una breve reseña de nuestros planteamientos para que sean sometidos a los señores 
Diputados y a quienes corresponda. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Voy a dar lectura a la posición que la Asociación de Afiliados a la Caja de 
Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios ha tomado sobre el proyecto de reforma 
tributaria. Destaco que estoy hablando en nombre de todas las asociaciones gremiales de jubilados y 
pensionistas, con excepción de los retirados policiales y militares, quienes se han acercado en forma 
individual a nuestra asociación porque sienten que serán afectados por el impuesto, pero hasta este 
momento no se ha avanzado en su integración a este movimiento.- 


Dice así: "El Poder Ejecutivo ha remitido al Parlamento con fecha 16-03-06 un proyecto de ley que procura 
'una modificación integral del sistema tributario".- Dicho proyecto, según lo expuesto en un documento de 
consulta pública emitido por los autores del mismo, estaría basado en criterios de equidad, eficiencia, 
simplicidad, suficiencia y estímulo a la inversión productiva. 


En respuesta a dicho documento, por lo menos dos de las Asociaciones de Jubilados de las Cajas 
Paraestatales (Profesionales Universitarios, Notarial y Bancaria), han manifestado por escrito su fuerte 
oposición al contenido de algunos aspectos del proyecto, específicamente el que se refiere a uno de sus 
pilares fundamentales: el denominado Impuesto a la renta de las personas físicas, catalogado por los autores 
como instrumento que dote de mayor equidad al esquema global, al tomar en cuenta la capacidad 
contributiva de los ciudadanos". Cito textualmente el contenido del proyecto de ley, porque es lo que nos 
lleva a manifestar nuestros agravios a ese tipo de expresiones. Continúa: "La citada oposición, basada en 
argumentos jurídicos y económicos, como expondremos seguidamente, demuestra justamente una serie de 
faltas de equidad, así como desconocimiento de las reales capacidades contributivas de los pasivos. Dichos 
argumentos no fueron reconocidos finalmente por aquellos que confeccionaron el proyecto de ley que nos 
ocupa". Nosotros hicimos llegar nuestras observaciones, pero no fueron recogidas, cosa que sí ocurrió con 
otros planteos grupales, específicamente de los profesionales universitarios. 


Se agrega: "Con posterioridad hemos participado en seminarios sobre el tema, exponiendo la posición de los 
jubilados y pensionistas de las tres cajas paraestatales. El camino recorrido nos reafirma en la seguridad 
absoluta de encontrarnos frente a un futuro grave problema económico que afectará a un amplio sector de la 
población.- Como consecuencia, nos hemos considerado obligados, como representantes gremiales, a aportar 
factibles soluciones consistentes en ajustes a introducir en el proyecto de ley, a fin de atemperar los daños 
que se provocarían en los actuales ingresos por pasividades de una gran masa de jubilados y pensionistas. Es 
entonces que, al abrirse la instancia parlamentaria, debemos reiterar nuestra preocupación a fin de que no 
prospere la iniciativa en la forma en que está redactada. Aclaramos que nuestra posición es la de aportar 
elementos de juicio que enriquezcan el proyecto, y no la mera expresión de inconformidades sobre el mismo. 


Digamos en primer lugar que, las normas agresivas del proyectado impuesto sobre las pasividades, afectan a 
más de 185.000 ciudadanos. Una cantidad estimada en base a guarismos extraoficiales determinaría que más 
del 25% de los jubilados y pensionistas de la República estarían gravados por el impuesto.- En la instancia 
actual, los representantes de las Asociaciones de Jubilados y Pensionistas de las Cajas de: Jubilaciones y 
Pensiones de Profesionales Universitarios, Notarial y Bancaria, hemos resuelto aunar nuestros esfuerzos con 
el fin de lograr que la referida reforma a estudio del Parlamento cumpla, efectivamente, con las pautas 
anunciadas en ella y que repetimos: equidad, eficiencia, simplicidad, suficiencia y estímulo de inversión. 
Coincidimos, quienes comparecemos, que es necesaria una reforma tributaria dirigida a desarrollar políticas 
que permitan mejorar la calidad de vida de los uruguayos y en que es positiva la eliminación de más de 15 de 
los impuestos existentes, así como otros aspectos técnicos que se traducen en beneficio para los actuales 
contribuyentes. 


Sin perjuicio de lo expuesto, entendemos, en lo que se refiere específicamente a los jubilados y pensionistas, 
que es preciso señalar como observación de singular trascendencia que se ha partido de la base de incluir a 
las jubilaciones y pensiones dentro del concepto de 'renta del trabajo' (artículos 30 y 33 del Proyecto), cuando 
no pueden caber dudas de que no se trata, por su propia naturaleza, de rentas provenientes de actividades 
desarrolladas ni de bienes situados o derechos utilizados económicamente en la República. Es evidente que 
los jubilados y pensionistas no desarrollamos en nuestro país, y, que sepamos, en ningún otro país del mundo, 
ninguna actividad productiva, por lo que no pueden de ninguna manera constituir, jurídicamente una renta y 
por tanto, no corresponde que sean gravados por tal concepto. 


Es preciso tener en cuenta que una de las acepciones del vocablo pasividad es el de prestación social, que un 
sistema previsional otorga a aquellos de sus afiliados que han configurado causal para beneficiarse de ella. 
Así pues, las pasividades no son otra cosa que el retorno acorde a las prestaciones que por el ejercicio del 
trabajo se le impuso al trabajador por su Organismo de Seguridad Social. La naturaleza de la prestación de 
seguridad social es asimilable a la del seguro social, lo cual está indicando que esto está reñido con el 
proyectado impuesto a la renta. 


A lo antes expuesto cabe añadir que la inclusión de estas prestaciones de previsión social en el concepto de 
renta gravable en nada condice con las enunciadas pautas del proyecto.- No es justo ni equitativo que 
pretendan gravarse reservas que el trabajador ha efectuado durante toda su vida laboral a través de un sistema 
de reparto y solidaridad intergeneracional, con el fin de contar, al tiempo de su retiro, con ingresos que le 
permitan hacer frente sin sobresaltos a sus necesidades fundamentales en la etapa más difícil de su vida que 
es la vejez.- No es justo ni saludable que un importante sector de la población como es el de los jubilados y 
pensionistas vivan, al final de sus vidas, la angustia del permanente anuncio de que verán restringidos los 
beneficios que cada uno de ellos se autofinanció por 30 o 40 años de trabajo.- Si existe algún sector -dentro 
de los actores sociales- a quienes no corresponde aplicarle nuevas cargas tributarias es, sin lugar a dudas, el 
sector de jubilados y pensionistas. Es, por demás público y notorio -por haber sido difundido por la prensa- 
que prestigiosos intelectuales de nuestro país sostienen, con razones que pueden válidamente ser 
compartibles, que una ley que considere de tal forma a las jubilaciones y pensiones podría, incluso, 
considerarse inconstitucional, con las graves consecuencias que de ello derivaría". 


Sobre este aspecto, queremos destacar la presencia de la delegación de la Caja Notarial que en relación a este 
tema ha hecho estudios muy profundos en cuanto a la jurisdicidad de gravar las pasividades con el Impuesto 
a la Renta de las Personas Físicas. 


Continúo: "Para el caso, que esperamos no ocurra- que no se compartieran los criterios expuestos y se 
insistiera en gravar dichos ingresos, estos recibirán un tratamiento que va a contramano de los criterios que se 
indicaron para confeccionar el proyecto de ley. 


En efecto, demostraremos que los criterios de eficiencia, simplicidad y suficiencia han arrasado con los 
principios de equidad y de consideración de la capacidad contributiva de los ciudadanos.- Es así que, 
comenzando por la consideración como ingreso gravado lo que supere un mínimo no imponible totalmente 
alejado de la realidad nacional e internacional, se inicia la serie de faltas de equidad. Frente a una canasta 
familiar del orden de $ 27.000, que sabemos cubre necesidades de más de una persona, fijar un mínimo no 
imponible de $ 7.410 mensuales (cifra que puede ser menor si se reciben partidas adicionales a la pasividad, 
como ocurre en alguna institución de seguridad social) -me refiero a alguna retribución de fin de año- resulta 
evidente la pretensión de gravar las jubilaciones y pensiones mínimamente decorosas. Si se compara con 


mínimos no imponibles similares en países cercanos tales como Argentina y Chile ($ 19.000 y $ 20.000 
respectivamente) la evidencia de la injusticia del mínimo previsto rompe los ojos.- En este punto, desde ya 
adelantamos que un proyectado aumento del orden del 20% del mínimo antes indicado -que ha trascendido 
en estos días- no constituye más que una pequeñísima solución a este problema, ya que continuarían 
gravados 146.000 jubilados y pensionistas o sea un 20% del total.- Otro aspecto ajeno a la pretendida equidad 
es el hecho de gravar en forma más pesada las pasividades brutas, es decir, sin deducciones, con tasas que 
van del 10% al 25%, frente a las que se aplicarán a las rentas netas del capital, esta sí con deducciones que 
serán del 3% al 10%.- En efecto, las altas tasas de aportación, aplicadas a rigurosas escalas de ingreso en sus 
estratos más inferiores (ya a partir de $ 14.820 se paga el 20%), determinan un gravamen significativo sobre 
el ingreso percibido.- Véase entonces cuán grave es la afectación de la capacidad contributiva de los 
jubilados y pensionistas.- Para ello, nada mejor que comparar lo que paga al día de hoy, por impuestos, una 
pasividad cercana al monto de la canasta familiar. Es así que, para un ingreso de $ 25.000 mensuales, se pasa 
de pagar $ 500 por IRP a $ 2.407 por IRPF mensuales, con una diferencia de $ 1.907 mensuales, lo que 
representa un 381% de aumento.- Se podrá decir que esta pasividad es alta en comparación con los 
promedios generales, pero ello es ajeno a la realidad, ya que existen millares de ciudadanos que, por imperio 
de las normas vigentes han aportado por el trabajo desarrollado en su vida activa, para dos o tres cajas de 
jubilaciones. Al aplicarse entonces, el régimen de escalas progresionales previsto en el proyecto, se suman 
todas las pasividades, lo que determina un mayor impuesto.- De cualquier manera, si se considera una sola 
pasividad (que puede ser del BPS, como de una caja paraestatal), el promedio está en $ 15.000 mensuales, 
con lo cual pasa a pagar $ 759 frente a $ 300 mensuales actuales, lo que determina un incremento del 153%.- 
Estos guarismos no están muy alejados de la realidad si se relacionan con otros. En efecto, disponemos de 
información de una de las Cajas de Jubilaciones (Bancaria) -cuya delegación está aquí presente? "de la que 
surge claramente que el 98% de sus jubilados y el 69% de sus pensionistas pagarán el IRPF, y que el mayor 
aporte por el impuesto de estos pasivos pasará de $ 89:000.000 a $ 460:000.000 anuales (un 417% más).- En 
nuestra Caja Paraestatal, la de Profesionales Universitarios, también el 98% de sus jubilados, así como el 
32% de sus pensionistas, deberán aportar por este nuevo impuesto. 


Consideramos, entonces, que la capacidad contributiva de jubilados y pensionistas se verá seriamente 
alterada, incidiendo ello en una desmejora de su calidad de vida, al detraer recursos destinados a solventar 
una vejez digna para el pago de nuevos impuestos. 


A este aspecto negativo, debemos agregar la no consideración del grupo familiar para gravar los ingresos, 
desconociendo una realidad social de nuestro país, en que, primordialmente en el pasado, han sido mayoría 
los hogares en que aportaban ingresos solamente uno de los cónyuges, determinando que existan miles de 
ciudadanos casados que tienen por único ingreso en su hogar la jubilación que hoy día perciben. En efecto, si 
ambos cónyuges tuvieran ingresos, la falta de equidad se palpará inmediatamente. Por ejemplo, siguiendo 
con el ingreso total de $ 25.000 mensuales, si cada uno de ellos percibía $ 12.500, tendrían $ 509 de IRPF, 
que multiplicado por dos sería $ 1.018, o sea, un 42,3% del impuesto que pagaría el matrimonio con un único 
ingreso, que como ya se dijera anteriormente, ascendía a $ 2.407. Es evidente que frente a una misma 
capacidad contributiva, existe una manifiesta falta de equidad en la liquidación del impuesto.- Se aducen 
dificultades de control en esta situación, pero ello no ocurre con el Impuesto al Patrimonio, donde se admite 
la opción de liquidación como núcleo familiar, por lo que esa carencia sí existe no resulta equitativo que ello 
derive en una carga sobre el jubilado.- Por otra parte, a la altura de la vida en que estamos, no es posible que 
el sistema esté suficientemente consolidado' para que se nos autorice la opción que solicitamos. Esto lo digo 
porque en la exposición de motivos se dice que habría en el futuro una posibilidad de aportar por el núcleo 
familiar, cuando el sistema esté suficientemente consolidado. A esta altura de la vida, nos parece que los 
plazos no nos dan para esperar eso. Continúo leyendo: ¿Dónde queda, entonces, la afirmación de que se 
tomaría en cuenta la capacidad contributiva de los ciudadanos'?. Esta afirmación tampoco se aprecia en no 
permitir deducciones a la renta por concepto de gastos de salud, ya que lo autorizado es una mera limosna, en 
una etapa de la vida donde este tipo de gastos inciden de forma pronunciada en la economía familiar.- 


Tampoco se admiten otras deducciones lo que resulta incoherente con el tratamiento a 'rentas del trabajo' que 
pueden deducir montepíos jubilatorios o porcentajes fictos por gastos (profesionales universitarios). No nos 
parece correcto solicitar deducciones similares a los profesionales activos (30%), aunque estos han solicitado 
un porcentaje mayor al indicado, pero sí entendemos que es inobjetable considerar que los pasivos tenemos 
gastos mayores a los de los activos en ciertos rubros. Nos estamos refiriendo a gastos médicos y 
odontológicos que comprenden no solamente las cuotas de afiliación a las mutuales sino a los gastos en 
estudios, análisis, medicamentos y honorarios profesionales. A estos gastos, deberán adicionarse los que 


demandarán los previsibles trámites futuros para la liquidación y pago de este nuevo impuesto. Agreguemos a 
esto que, debido a las dificultades de trabajo existentes en el país, reflejadas en el alto índice de 
desocupación, quienes tienen un ingreso decoroso deben colaborar con sus familiares que enfrentan 
dificultades como hijos, nietos, etcétera.- Se ha manifestado por ahí, que es justo gravar a los jubilados 
porque no se paga Impuesto a la Renta desde 1974 (derogación de dicho impuesto) y que deben aportar por 
'solidaridad generacional' puesto que más del 55% de los niños menores de 5 años están por debajo de la 
línea de pobreza. A ello respondemos, que los jubilados y pensionistas hemos aportado en épocas de crisis vía 
IRP y que también estamos dispuestos a contribuir, con el resto de la sociedad, a paliar la situación de la 
niñez desvalida.- Volvemos entonces a lo dicho al principio: pretendemos aportar soluciones y no solamente 
plantear nuestros disgustos. Pero, eso sí, lo que debe quedar claro es que nuestra contribución deberá ser 
razonable y acorde con nuestra capacidad económica, habida cuenta de que nuestras expectativas de vida son 
acotadas, así como que nuestra posibilidad de producción de recursos se ha reducido al mínimo por la misma 
razón.- En orden a esta afirmación, hemos diseñado una fórmula de contribución que entendemos debería 
merecer la consideración de quienes tienen la responsabilidad histórica de aprobar el Proyecto de Ley de 
Reforma Tributaria. Es entonces que, concretando los ajustes que consideramos deben practicarse para 
atender las faltas de equidad antes señaladas proponemos: 1. Que el mínimo no imponible anual sea el 
equivalente a 120 unidades de BPC ($ 14.820 mensuales al día de hoy); 2. Que se admita la opción de 
liquidar el impuesto considerando el núcleo familiar; 3. Que se admita una deducción por gastos de salud y 
supervivencia del 15% de los ingresos brutos; 4. Que se aplique una alícuota única del 10% para los ingresos 
gravados, sin franja como el actual IRP a los pasivos; 5. Que los ajustes indicados en los numerales anteriores 
sean de aplicación a los jubilados y pensionistas de todos los institutos de seguridad social del país.- Nuestras 
asociaciones, conformadas por personas de trabajo que han contribuido a través de sus actividades y sus 
aportes reales al mantenimiento de la seguridad social de nuestro país, solicitan entonces la consideración de 
los argumentos y factibles soluciones a los aspectos negativos expuestos precedentemente.- Asimismo, 
expresamos nuestra disposición para aclarar y discutir nuestros petitorios, destacando que haremos llegar a la 
Comisión parlamentaria el articulado de los ajustes propuestos en los próximos días". 


En síntesis -creo que dentro del tiempo marcado por el señor Presidente de la Comisión- esta es la posición 

de la Asociación de Jubilados sobre este tema. Reiteramos que si no se actúa en estas instancias en que está 

en discusión el proyecto de reforma tributaria, puede haber repercusiones muy importante en una gran masa 
de la población de nuestro país. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PARDÍAS.- Nosotros integramos el equipo técnico de la Asociación de Jubilados Notariales y 
en las reuniones que hemos mantenido con los demás compañeros de las agrupaciones de las Cajas 
Paraestatales, hemos volcado nuestras opiniones, más bien de tipo jurídico, trayendo al tapete el tema 
de la posible inconstitucionalidad de este gravamen a las pasividades: el IRPF. 


Como tenemos muy poco tiempo, preferimos leer una exposición, que no llevará más de cinco minutos, 
donde se condensa este sentir. 


El material que hemos elaborado dice así: "Los medios periodísticos han difundido profusamente la postura 
sobre las consecuencias inconstitucionales que implica establecer un gravamen a las jubilaciones y pensiones. 
Se viola el artículo 67 de la Carta porque mes a mes el pasivo, cobrará una prestación menor a la que tiene 
derecho a recibir (pasividad + IMS -IRPF = menos de lo que tiene que recibir). Además, podría sostenerse 
que el gravamen es ilegal, porque se aplica con efecto retroactivo.- También lo es el vigente IRP, por igual 
razón, pero ningún pasivo lo cuestionó porque se creó para solucionar una situación de emergencia nacional 
que afectó a las finanzas públicas y porque iba a ser de corta duración. Hoy, todo el mundo sabe que el 
equilibrio fiscal se logró, por la debida información que el MEF ha dado a la ciudadanía. Sin embargo se 
sigue manteniendo vigente, porque el contribuyente se acostumbró a pagarlo y el Estado a recibirlo; además 
es facilísima su recaudación, porque los organismos estatales y paraestatales de nuestra previsión social, son 
agentes de retención y todos los meses deducen de la liquidación de jubilados y pensionistas el importe del 
impuesto y lo vierten a Rentas Generales.- En resumen, la Constitución luego de la reforma del 28 de 
noviembre de 1989, impide que mediante leyes, decretos u otras normas jurídicas de inferior jerarquía se 
pueda, directa o indirectamente, violar los resultados de la aplicación del Índice Medio de Salarios al ajuste 
de jubilaciones y pensiones. Por lo dicho ?en nuestra opinión?, es inconstitucional el proyecto del sistema 
tributario, en cuanto se incluye en las rentas del trabajo a las jubilaciones y pensiones, gravándolas con un 


tributo. Basta con subir lo suficiente la tasa de un impuesto a las jubilaciones y pensiones para hacer nulo 
cualquier ajuste dispuesto por el inciso segundo del artículo 67; en cambio, lo que el constituyente quiso, es 
que en razón de su naturaleza, las pasividades y sus respectivos ajustes fueran intangibles.- Para finalizar: 
encuestas de opinión de tipo mediático, han señalado que, en un porcentaje cercano al 94% de los pasivos 
opinaron que el IRPF proyectado es perjudicial para sus intereses. (Véase Sondeo Telefónico de la página 6 
de ECPS de 'El País' del día martes del 1* de agosto pasado). Es responsabilidad del ciudadano alertar a sus 
representantes en el Parlamento, sobre los perjuicios que implica crear obligaciones tributarias que cercenan 
derechos adquiridos y amparados al más alto nivel legal, como lo es el constitucional. Por lo que todos y cada 
uno de los pasivos en esa situación van a tener un interés personal, directo y legítimo de que se declare 
inconstitucional la ley que grave sus jubilaciones o pensiones, y como sin duda la Suprema Corte de Justicia 
acogerá sus peticiones, al mismo tiempo se abrirá la vía civil para reclamarle al Estado los daños y perjuicios 
causados, los que pueden llegar a ser de monto muy superior a lo que se pretende recaudar". 


Con esta exposición no queremos decir que estamos en contra de la propuesta; al contrario: pretendemos dar 
un punto de vista para que también sea tenido en cuenta por los señores legisladores, en el momento en deban 
decidir qué van a votar, a fin de que puedan determinar, con mayor propiedad, qué es lo que se va a hacer con 
esta situación. 


Con este criterio, por supuesto que estamos apoyando esto; queremos llegar a un acuerdo. No me refiero a 
una negociación; simplemente se trata de un punto de vista que está latente frente a esta posibilidad de crear 
el IRPF a las jubilaciones y pensiones. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PORRAS.- Soy Vicepresidente de ONAJPU. 


Estamos acá, no solo discutiendo las nuevas realidades que nos toca vivir a todos los jubilados y pensionistas 
del país, sino abocados a ver la realidad de la unificación del contexto social que creemos representar a través 
de todas las asociaciones y de ONAJPU. 


Queremos decir que compartimos todo lo que han proyectado los compañeros profesionales y dejar en claro 
que no nos oponemos a ninguna contribución que sea necesaria. 


Todavía no sabemos si el proyecto va a ser positivo o negativo. Como se dijo anteriormente, no crean que los 
jubilados y pensionistas queremos obstruir las discusiones fermentales que se están dando en estos momentos 
“felizmente en todo el país-, ya sea sobre la educación, la vivienda, la salud o la reforma tributaria, como en 
este caso. Por el contrario, queremos contribuir para que este sea un país mejor. Para lograrlo es necesario 
hacer justicia social. Por eso, ONAJPU -es algo que siempre quiso hacer; hay mucha gente que está desde 
antes que nosotros- pretende que, abriendo las puertas, entre todos jubilados y pensionistas-, podamos 
aportar lo mejor para nuestro país. 


Estamos presentes aquí para demostrar que la unidad, la fortaleza y la integridad son aspectos que hacen bien 
a todos los ciudadanos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a hacer algunos comentarios. 


En primer lugar, me voy a referir a una cuestión formal. Como ustedes saben, el proyecto está radicado en la 
Comisión de Hacienda de la Cámara de Diputados. No voy a referirme a si esto fue producto de una 
confusión o no. Cuando recibimos la solicitud de entrevista de ustedes, ninguno de los miembros de la 
Comisión dudó en recibirlos, tal como sucede en el día de hoy. 


Por otra parte, como ustedes también saben, no vamos a emitir opinión. En este caso, no lo haremos por dos 
circunstancias: porque no lo solemos hacer cuando recibimos una delegación -luego, en función de lo 
expresado, la Comisión toma las resoluciones que entienda pertinentes- y porque el proyecto de ley no está 
radicado en esta Comisión. 


En segundo término, el proyecto de ley -insisto en que está radicado en la Comisión de Hacienda- aún no 
tiene una formulación definitiva. Cualquiera de ustedes podrá decir que no le estoy dando ninguna noticia 


porque esto es público y notorio, pero al día de hoy quiero reafirmar que algunos de los aspectos del proyecto 
todavía están en discusión. Inclusive, hemos emitido públicamente opiniones sobre alguno de los contenidos 
a los que ustedes han hecho referencia. Quiero aclarar que cuando digo hemos pluralizo expresamente. 


En tercer lugar, quiero decir que el aporte que ustedes han hecho en el día de hoy es un insumo. Es cierto que, 
en última instancia seremos los legisladores los que tendremos que discutir y resolver sobre este proyecto de 
ley, más allá de que esté radicado en la Comisión de Hacienda. En consecuencia, nos parece pertinente esta 
comparecencia. 


En cuarto término, sé que ustedes dejaron en la Comisión los documentos que leyeron, a los efectos de que 
sean distribuidos, pero les quiero pedir un dato adicional que no conozco; puede ser que alguno de los 
integrantes de la Comisión ya lo tenga o que ustedes, en la comparecencia que tuvieron ante la Comisión de 
Haciendo lo hayan expresado o se lo hayan pedido. En función de que ustedes manejan el tema desde varios 
ángulos -también desde el cuantitativo en relación a qué cantidad de jubilados o pensionistas se verían 
afectados-, quisiera que nos proporcionaran datos con respecto a las Cajas Paraestatales -ya disponemos de 
los correspondientes al Banco de Previsión Social-, por franjas según el nivel de las jubilaciones y pensiones 
de acuerdo con lo que establece el proyecto, es decir, por base de prestaciones y contribuciones. Ese sería un 
insumo, un elemento adicional, complementario e ilustrativo de lo que ustedes han planteado, y para nosotros 
significaría un dato a tener en cuenta. Hoy tenemos porcentajes al respecto y, en algunos casos, una 
aproximación a cifras pero, en lo personal, quisiera que en el menor plazo posible nos hicieran llegar los 
datos correspondientes a los tres institutos, a los efectos de que lo que expresan se refleje en esas franjas. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Quisiera saber si el insumo que hemos hecho hoy puede llegar a conocimiento 
de la Comisión de Hacienda, que está tratando el tema. A nivel parlamentario, ¿es habitual que eso 
ocurra? ¿Es posible que la Comisión de Hacienda conozca la posición de quienes hoy hemos 
comparecido en este ámbito? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, no hay ningún inconveniente. 
¿Ustedes ya estuvieron en la Comisión de Hacienda? 
SEÑOR MARTÍNEZ.- No, señor Presidente. 

(Diálogos) 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Con el propósito de hacer un aporte a efectos de desdramatizar el 
tema, quiero decir que me parece que si hubo un error a la hora de gestionar esta entrevista, 
estaríamos ante un error benigno, si cabe el término. Por otra parte, no es la primera vez que la 
Comisión de Seguridad Social atiende a una delegación que concurre preocupada por los contenidos de 
la reforma tributaria. Aquí estuvo el Directorio de la Caja Notarial y nos pareció prudente; con 
seguridad, en esa oportunidad no hubo error en el origen al gestionar la entrevista. Ellos sabían que 
venían a hablar a una Comisión donde no está radicado el proyecto de reforma tributaria. Es notorio 
que el motivo de esa convocatoria y la de esta es un aspecto que atañe a la seguridad social, que es 
competencia directa de esta Comisión y de sus integrantes. Así que si desde ese punto de vista se trató 
de un error para mí es irrelevante. Yo celebro esta instancia que estamos teniendo hoy porque, en 
definitiva, creo que el proyecto de la reforma tributaria, que ha generado polémica y hoy se debate en 
el país, sin ninguna duda implica una transformación importante, más allá de que uno la comparta o 
discrepe con su alcance y contenido. Es evidente que afecta a distintos sectores de la vida nacional, por 
no decir a su totalidad. 


Agradezco mucho vuestra presencia y los conceptos que han vertido. Veo que han estudiado con mucha 
dedicación el aspecto que aquí se ha analizado. Para nosotros a la hora del análisis legislativo estos aspectos 
serán de enorme significación. 


Como se sabe, mi partido político tiene una visión crítica de este proyecto, en particular con muchos de sus 
contenidos, y especialmente uno de ellos es el que atañe al propósito -por lo menos de la versión original del 
proyecto- de aumentar los impuestos por la vía de la inclusión del impuesto a la renta de las personas físicas 
de jubilaciones y pensiones. Tenemos la misma duda en cuanto a la constitucionalidad y la juridicidad de ese 
planteo que creo que ya ha generado una polémica tal, que sin duda -independientemente de a que posición le 
asiste razón- estoy seguro de que va a generar complicaciones de interpretación y de debate jurídico una vez 
que la reforma se apruebe, si es que llega a aprobarse, y si incluye ese aspecto en los términos en los que por 
lo menos el Poder Ejecutivo remitió al Parlamento. 


Todos estamos a la expectativa de las definiciones políticas, y como consecuencia, de las decisiones 
legislativas que se vayan a adoptar; estamos apreciando a través de los medios de comunicación una 
discusión que se da en el ámbito de la bancada de Gobierno sobre la versión de reforma tributaria que remitió 
el Poder Ejecutivo con la firma de todos integrantes del Consejo de Ministros y del Presidente de la 
República no sería la visión definitiva. Por lo tanto, estamos aguardando esas definiciones que ojalá se 
produzcan pronto porque esta situación nos mantiene a todos en vilo, y en particular a quienes están ante la 
alternativa de que cualquiera de los contenidos de la reforma puedan generar consecuencias en un sentido en 
otro a la situación personal de cada quien. De manera que ojalá que esas definiciones sean producto de un 
tratamiento lo más rápido posible y que se den lo más rápido posible. 


Por supuesto que nosotros nos oponemos al concepto, pero lo hacemos en un sentido constructivo. La 
reforma por definición es muy amplia, y abarca muchos aspectos. El hecho de no estar de acuerdo con sus 
principios fundamentales o con algunos de sus contenidos centrales no quiere decir que después en la 
discusión particular no estemos dispuestos a apoyar alguno de ellos. Pero este que aquí se menciona es uno 
de los que más nos preocupa; así que desde ese punto de vista los aportes que ustedes han formulado son de 
enorme valía y significación. Por supuesto que se los vamos a trasladar a los colegas que están trabajando 
directamente en la Comisión de Hacienda -como aquí se solicitaba-, y estoy seguro no solo de que los 
tiempos van a dar, sino de que con toda seguridad la Comisión de Hacienda no va a aprobar este proyecto - 
primero debe aprobarse en Comisión y después en el plenario- sin que ustedes sean escuchados. Eso está en 
el propio estilo del trabajo parlamentario y en la naturaleza de las cosas. Entonces, desde ese punto de vista, 
estaremos a tiempo de que eso pueda ocurrir. 


Espero que ustedes se vayan con la tranquilidad de que no han cometido ningún exceso ni que han abusado 
del tiempo de nadie, y en todo caso, a partir de lo que pudo haber sido una desinteligencia aparente se ha 
generado una instancia que es de provecho para todos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como estamos de acuerdo, vamos a eliminar de la versión taquigráfica toda 
referencia a la circunstancia del día de hoy. 


SEÑOR MARTÍNEZ.- Con el ánimo de intercambiar informaciones y de colaborar, nos gustaría tener 
la versión taquigráfica de esta sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con mucho gusto se la haremos llegar. 


(Se retira de Sala una delegación de la Asociación de Afiliados de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de 
Profesionales Universitarios) 


——-A fin de que quede constancia en la versión taquigráfica, quiero decir que hoy teníamos previsto recibir 
al Directorio del Banco de Previsión Social. Dado que la Cámara fue convocada para la hora 15, 
suspendimos la convocatoria y fijaremos una nueva fecha. 


Deseo hacer algunas referencias a ciertos temas tratados en sesiones pasadas. 


Como ustedes saben, hemos recibido a un grupo de docentes, acompañados por una dirigente del gremio de 
los maestros. No voy a hacer ningún comentario, ni creo que sea el momento de hacerlo, sobre el contenido 
de lo que ellos plantean. Lo que sí quería sugerir a la Comisión es que nuestro asesor letrado, el doctor 
Sánchez, haga un estudio de los alcances de los planteos que hemos recibido y proporcione a la brevedad 
posible un informe a esta Comisión acerca de este asunto. 


¿Están de acuerdo? 


(¡Apoyado!) 


Tengo una duda sobre el proyecto de los trabajadores despedidos, próximos a configurar causal 
jubilatoria. ¿Con relación a eso ya había existido un informe de la asesoría letrada? 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Eso fue objeto de evacuación en forma oral en el momento en que el tema ingresó 
a la Comisión. Versaba en cuanto a sí correspondía o no la iniciativa del Poder Ejecutivo. 


En ese momento, dijimos que efectivamente debe contar con la iniciativa del Poder Ejecutivo por precepto 
constitucional. Recuerdo que inclusive -no sé si oficialmente en el momento de la reunión de la Comisión o 
luego- se había mencionado que podía oficiarse como una minuta de comunicación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Supongo, pero vamos a corroborar que quien o quienes presentaron el 
proyecto hayan sido comunicados de este hecho y, si no lo fueron, lo serán. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Exacto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el segundo punto del orden del día: "Beneficiarios del 
Banco de Previsión Social. (Internados en Hogares de Ancianos)". 


SEÑOR PÉREZ.- En la oportunidad anterior ya expresamos que compartimos el proyecto del señor 
Diputado Mañana. 


Me gustaría incluir dos puntos para mejorar la iniciativa. No es un cuestionamiento. 


Propongo agregar un artículo 5 con la siguiente redacción: "Quedan comprendidos en la presente ley los 
residentes de las siguientes instituciones: Piñeyro del Campo, Santín Carlos Rossi y Colonia Etchepare". 


Si bien presiento que el señor Diputado Mañana los incluye en el espíritu del proyecto, en la medida en que 
los explicitemos, nos aseguramos que estén incluidos. Estas instituciones necesitan estos dineros para 
mejorar la atención de los usuarios. 


El segundo artículo hace referencia a la preocupación expresada en la reunión anterior en cuanto a la 
precisión de los montos. Si nosotros no fijamos el monto del porcentaje a descontar, automáticamente, de 
acuerdo con el criterio que está aplicando el BPS, se descontaría un 20%. Ese monto puede ser muy pobre 
para las jubilaciones chicas y no cumpliríamos con el objetivo que plantea el señor Diputado Mañana. Por 
otro lado, también quiero dejar una puerta abierta a la libertad del beneficiario de escoger entre el máximo de 
un 70%, que permite la ley, o algo menos por algún gasto personal que él necesite: caramelos para los nietos; 
cigarrillos, si fuma; libros, si lee. Entonces, me parecería conveniente expresarlo más o menos así: "La 
cantidad a retener a que hace referencia el artículo tal de la presente ley, será de hasta un 70%, dejándose el 
porcentaje a un acuerdo con el beneficiario". No tengo muy clara la redacción. 


SEÑOR MAÑANA.- Si no interpreto mal, creo que eso está contemplado en el artículo 4* del proyecto. 
Dice: "Las sumas que se retengan por concepto de costos de los servicios asistenciales referidos en el 
artículo 1” de la presente ley, tendrán prioridad respecto de cualquier otra retención, con excepción de 
aquellas dispuestas por Juez competente destinadas a servir pensiones alimenticias. En ningún caso, las 
sumas a retener podrán afectar el mínimo intangible establecido por el artículo 3” de la Ley N” 17.829, 
de 18 de septiembre de 2004". 


Creo que "intangible" es el 30%. No sé si el señor Diputado Pérez hacía referencia a eso o a pedir un 
porcentaje aún mayor que el que propone la ley. 


SEÑOR PÉREZ.- Coincido en que eso está claro, pero puede darse la circunstancia de que el 
beneficiario necesite más de un 30% para sus gastos personales y debamos dejarle la puerta abierta 


para que pueda acordar si prefiere quedarse con un 40% o con un 45%. De cualquier manera, con 
respecto a eso hay un problema. ¿Qué pasa si el anciano tiene un juicio por una deuda y una retención 
judicial por otro lado? Es una situación que se puede dar; que tenga otro tipo de retención judicial o 
embargo. 


SEÑOR MAÑANA.- Yo creo que a lo que se apunta es a dar cierto tipo de garantías a las entidades, a 
fin de que puedan contar con ciertos dineros que no están contemplados en la legislación actual. Me 
parece importante que en este 30% pueda haber un porcentaje más para algunos imprevistos y, como 
dice el señor Diputado Pérez, me parece bien que se contemple la situación de que el anciano, por 
ejemplo, quiera hacerle un regalo a un nieto, etcétera. 


El proyecto busca que estos ancianos, que generalmente son internados por sus familiares por distintas 
razones -no es un juicio de valor que se hace-, puedan ser atendidos en la forma en que deben serlo mediante 
un aporte, asegurando ese aporte a los hogares. Creo que un 10% o un 15% no hace a la cuestión. Hay 
algunos que ya tienen hipotecadas todas sus posibilidades económicas, porque generalmente, o muchas veces 
-esperemos que no sea la generalidad-, los familiares de los ancianos les piden que les salgan de garantía; ya 
sabemos cómo es la historia. Lo que nosotros queremos es que la retención del BPS beneficie, no a los 
hogares de ancianos, sino a los propios ancianos. 


Estoy de acuerdo con la inquietud del señor Diputado Pérez y creo que la Comisión debe buscar más 
información acerca de qué porcentaje se puede considerar intangible. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Entiendo que el planteo del señor Diputado Pérez es interesante y 
puede contribuir a contemplar un mayor número de situaciones, en una realidad que por cierto es 
compleja y prolífica. Mi consulta es la siguiente. ¿Lo que el señor Diputado Pérez plantea es modificar 
el mínimo intangible ya previsto en una ley anterior, establecer una categoría adicional sobre ese 
mínimo intangible -que se mantiene inalterable, porque ya es ley vigente-, o establecer otro porcentaje, 
un 10%, un 15% o un 20% adicional, que en ese caso debiera ser voluntario del beneficiario o respecto 
del cual expresamente el jubilado internado en un hogar de ancianos debería dar su consentimiento 
expreso para que también esa franja se le descontara de su pasividad? No sé si es clara la pregunta; es 
decir, ¿se trata de subir el 30% ya vigente o de establecer el 30% que ya rige, e independientemente de 
eso crear otra categoría u otro porcentaje específico que sería de libre disponibilidad o respecto del 
cual sería indispensable el consentimiento del beneficiario? 


SEÑOR PÉREZ.- De acuerdo con lo que he consultado con algún miembro del Directorio del Banco de 
Previsión Social, si nosotros dejamos esto abierto, ellos automáticamente retienen solo el 20% para las 
instituciones, que es el criterio que han venido siguiendo. Si nosotros ponemos el máximo que permite 
la ley, ellos retienen un 70%. Yo estoy de acuerdo con que puede ser hasta un 70%, pero utilizo la 
palabra "hasta" y el consentimiento del jubilado porque en algunos casos particulares, por ser muy 
pequeñas las jubilaciones, ese 30% que les puede quedar de repente son $ 150 o $ 200. Entonces, de 
acuerdo con la institución el jubilado puede decir que en lugar de un 70% le descuenten un 60%, así le 
queda algún pesito extra para comprarse tres cajas de cigarrillos más, etcétera. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- ¿Cómo lo instrumentamos? 


SEÑOR PÉREZ.- Si hay acuerdo, yo no tengo ningún problema en que nuestro compañero le dé la 
forma conveniente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, el propósito es tratar de darle una forma al proyecto, a fin de que 
contemple las diversas situaciones que se puedan presentar y hacerlo lo más rápidamente posible. De 
hecho, ya figura en el orden del día de la Comisión y va a seguir este trámite hasta que se resuelva. 


Por otro lado, se podría recurrir a ver qué dice la Ley N* 17.829 en el artículo 5”; cualquiera de nosotros lo 
puede hacer. Pero, ya que estamos aquí conversando directamente sobre el tema, quiero preguntarle al señor 
Diputado Mañana qué alcance tiene esta norma, cuando se dice: "Sin perjuicio de lo dispuesto por el 
artículo 5” de la Ley N” 17.829 de 18 de setiembre de 2004". 


SEÑOR MAÑANA.- El artículo 5"de la Ley_N” 17.829 dice: "Se requerirá expreso consentimiento del 
titular de las retribuciones salariales y de pasividades a que hace referencia esta norma, para poder 
efectuar las retenciones que se establecen en la legislación". Esto es lo que estamos incorporando como 
novedad. 


Este proyecto que nosotros presentamos nació por junio de 2005 ante un requerimiento del hogar de ancianos 
de la ciudad de Fray Bentos. Se nos presentó la problemática a la que estaban enfrentados, de la que ya 
hemos expuesto bastante. Nosotros investigamos, buscamos antecedentes, y encontramos una iniciativa por 
parte del BPS del año 2002 y le hemos incorporado, precisamente, lo establecido en la Ley N* 17.829 para 
darle garantías al anciano de dar su consentimiento con relación a la retención. Eso es lo que hemos hecho y 
me parecía importante, porque más allá de las propias necesidades que tiene cualquier ser humano, es 
fundamental que puedan hacer la autorización para disponer de sus dineros; es algo que me parece elemental. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que no sería sobreabundante que, sin perjuicio de mencionar el artículo 
de la ley correspondiente, se dijese "tal cosa, como lo establece el artículo 5” de tal ley". Eso facilitaría. 


El consentimiento me parece un aspecto muy importante. Antes de comenzar la sesión de la Comisión, 
estábamos conversando informalmente acerca de este aspecto. 


Debo decir que tengo algunas dudas sobre cómo abordar cierto aspecto del proyecto: ¿qué pasa cuando el 
dinero no alcanza para cubrir el costo de la institución en la cual la anciana o el anciano está internado? Si se 
diera esta circunstancia, ¿quién se hace cargo de esa diferencia? 


SEÑOR MAÑANA.- Nadie; nosotros tratamos de asegurarles algún dinero. Lo que está pasando ahora 
es que en muchos casos, una vez que los hogares de ancianos asumen la responsabilidad de la 
manutención y cuidado de los ancianos, al poco tiempo ya no cuentan con absolutamente ningún 
recurso. ¿Cómo hacen para mantenerse? Con el esfuerzo de las sociedades civiles, sin fines de lucro, 
comisiones integradas por voluntarios que hacen un esfuerzo muy importante. Me refiero no solamente 
al hogar de ancianos de Fray Bentos; conozco el de Paysandú; el de la ciudad de Young, departamento 
de Río Negro. En fin; conozco una cantidad importante de hogares y es realmente encomiable la forma 
en que los ancianos residen, en cuanto a la contención como seres humanos, la higiene, el cuidado de su 
salud. Por lo tanto, hay un esfuerzo muy importante en este sentido. Creo que el costo de manutención 
de un anciano está rondando los $ 4.500, por lo que la mayoría de las veces no se va a llegar a ese 
monto, pero sí pretendemos asegurar, por lo menos, un porcentaje de su jubilación para ayudar a la 
manutención. 


Es cierto que en muchos casos los hogares cuentan con la colaboración del Ministerio de Salud Pública, así 
como de médicos que van a asistir gratuitamente a los ancianos. La mayoría de las veces también reciben el 
apoyo de los Municipios, que colaboran con alimentos pero, lógicamente, eso no alcanza para cubrir el costo 
mínimo que supone la manutención de un anciano. De manera que, reitero, pretendemos asegurar, si no el 
total, por lo menos un porcentaje de ese monto. También es cierto que tienen socios colaboradores, pero 
lamentablemente los recursos para estas cosas nunca alcanzan. 


Entonces, digo una vez más que con este proyecto propendemos a asegurar, por lo menos, cierto monto de 
dinero -aunque no sea suficiente-, que ayude a mantener a los hogares. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Puede darse una situación dual; una de ellas es la que menciona el señor 
Diputado Mañana. Hoy los hogares de ancianos no tienen plenamente garantizado el recibimiento del 
dinero que se estipula como cuota de afiliación a la institución -por llamarlo de alguna manera- por los 
servicios que presta. Entonces, por un lado, esta propuesta daría una garantía para percibir lo que no 
reciben, pero por otro, podría significar en algunos casos -no digo en todos- una restricción a la 
aceptación de los futuros aspirantes a integrar ese hogar de ancianos. 


SEÑOR MAÑANA.- ¿Lo que quiere decir el señor Presidente es que si alguien no cuenta con el dinero 
suficiente no podrá ingresar al hogar de ancianos? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí. De pronto, frente a una norma que establece que solo se va a recibir un 
porcentaje de la pasividad de quien está solicitando el ingreso al hogar de ancianos, eso determine una 
negativa. 


SEÑOR MAÑANA.- En ese sentido, se podría dar algún tipo de garantía en la reglamentación. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Me parece interesante el planteo que se efectúa. Ahora bien; es 
imposible que anticipadamente la ley prevea toda la casuística que puede haber en torno al tema. 


Yo diría que para votar tranquilos y para entender de la mejor manera qué es lo que estamos posibilitando, 
deberíamos centrarnos en lo siguiente. Aquí estamos otorgando un instrumento, que es la autorización a 
retener una parte de la pasividad con determinado fin, pero eso no agota ni comprende absolutamente todos 
los términos de la relación que, en los hechos, se da entre cada jubilado beneficiado y el hogar de ancianos en 
el que se encuentra internado. Se entiende que la ley habilita un mecanismo que puede facilitar que 
efectivamente el dinero llegue a donde debe; el hecho de que después sea o no suficiente, pertenece a otra 
discusión donde, en todo caso, el titular del hogar reclamará un precio por un servicio y quien resulte 
beneficiario, o esté a la búsqueda de dicho servicio, tendrá que estar en condiciones de satisfacerlo para que 
la relación contractual se verifique, se perfeccione. 


En todo caso, yo creo que esto ayuda a que esas relaciones puedan concretarse y facilitarse. Por supuesto que 
no engloba todas las situaciones que pueden darse. Entonces, entiendo la duda que plantea el señor 
Presidente, que me parece muy de recibo, pero yo diría que pensemos en que ni someramente estamos 
agotando todas las hipótesis. Simplemente, estamos posibilitando o instrumentando un mecanismo que, con 
seguridad, va a ayudar a que los beneficiarios puedan internarse en los hogares de ancianos, a que estos 
puedan financiarse y a que los recursos lleguen donde es debido. Desde ese punto de vista, me parece que 
hacemos una contribución a la realidad. 


Comparto lo que expresa el señor Presidente en cuanto al consentimiento. Yo desagregaría o descompondría 
el artículo 1” y a ese último aspecto lo convertiría en un nuevo inciso, estableciendo el consentimiento a texto 
expreso, con la referencia normativa de la ley de 2004. Después, nos queda pendiente lo que plantea el señor 
Diputado Pérez, que yo comparto. Y razonando en voz alta, digo que me afilio al criterio de establecer una 
categoría especial: por sobre el mínimo intangible que ya prevé la legislación vigente, fijar un porcentaje - 
puede ser ese 15% que proponía el señor Diputado Pérez o un 20%-, y con relación a ese descuento 
específico requerir un consentimiento expreso del beneficiario. Entonces, podríamos estar reclamando un 
doble consentimiento: uno de carácter general y otro específico, referido a ese segmento de la pasividad. 
Menciono esto simplemente como una alternativa que podemos manejar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- También creo que se podría pensar en algo que no se menciona en el 
proyecto, pero que puede ser coherente con algunas cosas que sí se expresan. Se le atribuye al Banco de 
Previsión Social la obligación de efectuar la retención, pero la duda que me surge es quién controla. 
Una cosa es que el Banco de Previsión Social retenga cierto porcentaje de las pasividades y lo vierta a 
la institución que corresponda pero, ¿quién controla que una suerte de restricción de la cantidad que 
van a recibir los hogares de ancianos no se transforme después en la atención diferenciada a los 
residentes de dichos hogares? No digo esto generalizando, pero sí conozco situaciones particulares -que 
no sé si están involucradas en esto- en las que existe este tipo de problemática: "tanto aportas, de tal 
manera te tratan". 


¿Adónde voy con esto? Mi intención es formular una interrogante: ¿existen mecanismos de control para que 
la atención que reciban los residentes de los hogares de ancianos no dependa de la cantidad que aporten? Este 
es un aspecto muy importante. La discriminación puede surgir por el ingreso a la institución o por lo que se 
perciba; me refiero a que se trate de manera diferente a las personas según se reciba más o menos dinero. 


SEÑOR BIANCHI.- Creo interpretar el espíritu de las palabras del señor Presidente. En el 
departamento de Colonia hay una cantidad muy importante de hogares de ancianos; por lo menos, hay 
uno por localidad. Hoy en la mañana estuvieron en la Comisión de Hacienda representantes de hogares 
de ancianos. Sabemos que en todo el país hay ochenta y nueve hogares de ancianos; trece están en 
Colonia. Por lo tanto, este es un tema que manejamos muy bien. 


Creo que la intención es asegurar una cantidad de dinero mensual. Naturalmente, al que paga más le van a 
dar mejores servicios, y al que paga menos, peores. Esto es lógico; la atención es directamente proporcional 
al monto que se paga. Me refiero a las casas que tienen ancianos. 


Pero este proyecto se refiere a los hogares de ancianos que tienen personería jurídica, que son instituciones 
sin fines de lucro y que tienen un importante apoyo mensual del Banco de Previsión Social, con el que se 
subsidia a los jubilados que no llegan a la mensualidad. 


Creo que lo que se pensó cuando se redactó este proyecto de ley fue que, lamentablemente, los familiares de 
los ancianos se hacen autorizar préstamos y descuentos de sus jubilaciones que hacen que, a la larga, se 
queden sin nada. En virtud de esta iniciativa, tendría prioridad el descuento para pagar el hogar de ancianos. 


Es muy difícil que en un proyecto de ley podamos prever todas las situaciones. Además, cada jubilado y cada 
beneficiario de hogar de ancianos es diferente. Podemos mejorar un poco el texto del proyecto, pero nunca 
vamos a poder abarcar el universo de situaciones existente. 


Me parece que esta iniciativa, más que solucionar todos los problemas, va a mejorar en algo la situación en el 
sentido de que las personas que integran las Comisiones de los hogares de ancianos -es gente muy 
sacrificada, que dedica un tiempo importante de su vida a esas instituciones- puedan contar mensualmente 
con algo seguro. En general, lo que sucede es que las situaciones varían de un mes a otro; a veces es 
necesario hacer beneficios para cubrir el presupuesto. Por la experiencia que tenemos en nuestro 
departamento, los hogares albergan cuarenta o cincuenta ancianos. Si cada uno aporta alrededor de $ 4.500, 
estamos hablando de US$ 8.000 o US$ 10.000 de presupuesto. Se trata de una cifra muy importante para las 
localidades. Por ejemplo, en Colonia Miguelete, que tiene 1.600 habitantes -es una comunidad muy 
pequeña-, hay cincuenta y cinco ancianos y es muy complicado lograr cubrir un presupuesto de US$ 8.000 o 
US$ 10.000 haciendo beneficios. 


Por lo tanto, creo que el proyecto es muy bueno y que deberíamos llegar a un acuerdo para aprobarlo. 
Asimismo, pienso que va a ser imposible prever todos los casos. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Comparto todo lo que acaba de expresar el señor Diputado Bianchi, 
que está en línea con la argumentación que veníamos sosteniendo. 


En cuanto al último aspecto que planteaba el señor Presidente, me parece que tenemos que centrar el eje del 
análisis y de la discusión. 


Por cierto que la alternativa de que un mismo hogar de ancianos pueda ofrecer servicios diferenciales en 
función de la contrapartida de cada uno de los internados, es un tema bien interesante, pero creo que eso 
forma parte de otra discusión. Aquí estamos analizando y dando valor y fuerza de ley a un instrumento que, 
en última instancia, es un medio de pago que tiene que ver con la forma de hacer llegar los recursos donde 
tienen que llegar. Tal vez lo que plantea el señor Presidente tenga más que ver con la reglamentación o, 
eventualmente, con una ley específica -que podríamos plantearnos- que regule la actividad de los hogares de 
ancianos en su globalidad. 


Por otra parte, supongo -es una hipótesis- que para contemplar estos aspectos y para evitar situaciones de 
discriminación o abusivas por parte de algún hogar de ancianos -que por el hecho de cobrar un poco más 
ofrezcan mejores servicios a sus internados-, el BPS hoy está en condiciones de reglamentar, inspeccionar e 
introducir elementos de justicia y equidad y, por lo tanto, no necesita ley. 


De manera que no temería tanto a esa perspectiva porque, entre otras cosas, el instrumento que estamos 
analizando tampoco va a incidir negativamente en esa dirección y, si llegara a incidir en algún aspecto, con 
seguridad las autoridades administrativas están en condiciones de neutralizar. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Quedó una duda con respecto a la pregunta formulada por el señor Presidente de 
la Comisión y mi exposición anterior. 


Lo que sucede es que el señor Diputado Mañana presentó dos proyectos de ley. El que estamos tratando hoy 
fue objeto de un informe escrito por mí, de fecha 1” de agosto del año en curso. En este caso nos expedimos 


en el sentido de que no requiere iniciativa del Poder Ejecutivo. 


Cuando el señor Presidente me realizó la pregunta en el día de hoy, pensé que se estaba refiriendo al otro 
proyecto presentado por el señor Diputado Mañana, que está contenido en la Carpeta N* 1107, Repartido 
N* 701, y cuyo título es "Trabajadores despedidos próximos a configurar causal jubilatoria". Esta iniciativa 
fue objeto de un informe verbal que realicé en la sesión de la Comisión en la que se trató el tema. En este 
caso manifesté que sí se requiere iniciativa del Poder Ejecutivo, porque refiere a cómputos y beneficios 
jubilatorios y así lo establece el inciso segundo del artículo 86 de la Constitución. Cabe aclarar que la 
iniciativa se iba a enviar al Banco de Previsión Social y al Ministerio respectivo. 


Quería hacer esta puntualización para que constara en la versión taquigráfica, porque luego de evacuar la 
consulta me surgió una duda con respecto a cuál proyecto se estaba haciendo referencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda claro. 


SEÑOR MAÑANA.- Los hogares de ancianos integran en forma voluntaria el registro de instituciones 
adheridas al programa de personas mayores de la Gerencia de Prestaciones Sociales del Banco de 
Previsión Social. Habría que consultar si a través de esa Gerencia se realizan los controles 
correspondientes 


SEÑOR PRESIDENTE.- Propongo hacer algunos ajustes al proyecto de ley. Entiendo que hay algunos 
aspectos de la casuística que tal vez podrían ser contemplados en la reglamentación. Si fuera así, 
habría que establecerlo claramente en la exposición de motivos, para que se tuviera en cuenta cuando 
se fuera a reglamentar la ley. 


En segundo término, creo que estamos en condiciones de avanzar hacia la próxima semana con una redacción 
fluida y ya podríamos aprobarlo. A esos efectos, desde el punto de vista de la forma, solicitaría a nuestro 
asesor legal que quedara a disposición del señor Diputado Mañana y de los señores Diputados que quieran 
realizar aportes. El señor Diputado Mañana tiene la iniciativa, porque hasta ahora es el autor del proyecto, y 
podría realizar las consultas del caso a efectos de que en la próxima sesión estemos en condiciones de dar una 
aprobación final. Es claro que en términos generales estamos todos de acuerdo. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Comparto integramente el planteo del señor Presidente, pero creo que 
en función de los buenos aportes que hacía el señor Diputado Pérez, parecería claro -le pido a nuestro 
asesor que esté atento, porque esto tiene mucho que ver con la tarea que le espera en los próximos días- 
que habría que reformular el artículo 1”, a efectos de contemplar lo que decía el señor Presidente, en 
cuanto a que el consentimiento quede establecido a texto expreso, sin perjuicio de la referencia a la ley 
del 2004, y que habría que reformular el artículo 4”, contemplando una categoría de retenciones que 
requerirían un consentimiento específico y expreso del beneficiario, y eventualmente en otro inciso o en 
otro artículo, la inclusión de las instituciones que con buen criterio sugería el señor Diputado Pérez se 
incorporaran al proyecto de ley. 


SEÑOR ASTI.- Quiero hacer una acotación, que surge de la simultaneidad de las reuniones que tuve 
en el día de hoy. 


En la Comisión de Hacienda hoy estuvo presente la asociación que nuclea a los hogares de ancianos, que 
señalaron su preocupación por la eventual modificación que la reforma tributaria pudiera tener en los 
aspectos impositivos. En particular, la bancada de Gobierno aclaró que en virtud de lo que había analizado, y 
teniendo en cuenta la normativa vigente, los hogares de ancianos están incluidos en las instituciones 
culturales -aunque parezca extraño- que están exoneradas por los artículos 5” y 69 de la Constitución. Es la 
única exoneración para aportes patronales que se mantiene en la reforma tributaria. Pero ellos aclaraban su 
preocupación, en el sentido de por el funcionamiento de los Consejos de Salarios, acaban de ser incluidos en 
el rubro salud. 


Hago este comentario porque escuchamos en la Comisión de Hacienda, y se argumentaba acerca de los 
acuerdos que tienen con el Banco de Previsión Social para varias prestaciones, e inclusive acuerdos que van a 
firmar con el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. En los Consejos de 


Salarios han sido incluidos en el rubro salud, separados de lo que son residenciales con fines de lucro o sin 
fines de lucro. Comento esto para que la Comisión, que tiene que ver con este tema, lo sepa. Y por supuesto 
que está a disposición la versión taquigráfica de la sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera hacer un comentario. 


Hay algunos proyectos de ley que desde el inicio de esta Legislatura han quedado sujetos a una consulta que 
aún no fue evacuada por parte del Banco de Previsión Social. Quiero adelantar dos cosas. 


En primer lugar, tenemos el propósito de avanzar en una actualización porque creo que estos proyectos 
merecen ser actualizados. En segundo término, nuestra intención, cada vez que la Comisión los considere y, 
eventualmente, los apruebe, si llegáramos a un acuerdo en la Comisión, es que esos proyectos fueran 
presentados por los miembros de la Comisión que estén de acuerdo; si son todos, mucho mejor. No sé si soy 
claro con lo que digo. 


Estos proyectos los recogimos de la Legislatura anterior. Cualquier legislador tendría derecho a pedir que se 
retire del archivo equis proyecto y lo presenta; tiene todo el derecho del mundo. Pero por las circunstancias 
que han rodeado la consideración de estos proyectos es que realizamos este planteo. No sé si quedó claro. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- No entendí mucho el alcance. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Traeríamos un borrador de una redacción actualizada sobre los proyectos. Si 
la Comisión los aprueba, los presenta como tal, no como Comisión, que no lo puede hacer, o sí. No sé si 
la Comisión está habilitada a presentar un proyecto de ley para que tome estado parlamentario. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Es decir que reformularíamos un proyecto de la Legislatura anterior 
retirado del archivo. 


SEÑOR PRESIDENTE. Así es, y los miembros de la Comisión le daríamos estado parlamentario. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Parece que es de estilo recoger entre los antecedentes y en la 
exposición de motivos la referencia anterior. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin duda. 


No decimos que esto lo vamos a hacer la semana próxima, pero planteamos que la próxima sesión será el 
miércoles 16 a las 12 y 30 horas. 


El punto que consideraremos va a ser el proyecto que ha presentado el señor Diputado. 


Se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


